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de Ministros y el Ministerio de Trabajo y Promoción del 
Empleo, en coordinación con la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil, de acuerdo al ámbito de sus competencias, 
en un plazo no mayor de treinta (30) días calendario, 
contados a partir del día siguiente de su publicación.

Segunda.- Regímenes laborales especiales en el 
sector privado

Los regímenes laborales especiales en el sector 
privado se regulan bajo sus propias reglas, no 
resultándoles aplicable el presente Decreto Legislativo.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
MODIFICATORIA

Única.- Modificación del Decreto Legislativo Nº 713
En aplicación del principio constitucional de igualdad 

ante la ley, modifíquese los artículos 10, 17 y 19 del 
Decreto Legislativo Nº 713, para los trabajadores del 
régimen laboral general del sector privado, en los 
siguientes términos:

“Artículo 10.- El trabajador tiene derecho a treinta 
días calendario de descanso vacacional por cada año 
completo de servicios.

Dicho derecho está condicionado, además, al 
cumplimiento del récord que se señala a continuación:

a) Tratándose de trabajadores cuya jornada ordinaria 
es de seis días a la semana, haber realizado labor 
efectiva por lo menos doscientos sesenta días en dicho 
período.

b) Tratándose de trabajadores cuya jornada ordinaria 
sea de cinco días a la semana, haber realizado labor 
efectiva por lo menos doscientos diez días en dicho 
período.

c) En los casos en que el plan de trabajo se 
desarrolle en sólo cuatro o tres días a la semana o sufra 
paralizaciones temporales autorizadas por la Autoridad 
Administrativa de Trabajo, los trabajadores tendrán 
derecho al goce vacacional, siempre que sus faltas 
injustificadas no excedan de diez en dicho período. 
Se consideran faltas injustificadas las ausencias no 
computables para el récord conforme al artículo 13 de 
esta Ley.

Por acuerdo escrito entre las partes, pueden 
adelantarse días de descanso a cuenta del período 
vacacional que se genere a futuro conforme a lo previsto 
en el presente artículo.

En caso de extinción del vínculo laboral, los días 
de descanso otorgados por adelantado al trabajador 
son compensados con los días de vacaciones truncas 
adquiridos a la fecha de cese. Los días de descanso 
otorgados por adelantado que no puedan compensarse 
con los días de vacaciones truncas adquiridos, no generan 
obligación de compensación a cargo del trabajador.”

“Artículo 17.- El trabajador debe disfrutar del 
descanso vacacional en forma ininterrumpida; sin 
embargo, a solicitud escrita del trabajador, el disfrute 
del período vacacional puede ser fraccionado de la 
siguiente manera: i) quince días calendario, los cuales 
pueden gozarse en periodos de siete y ocho días 
ininterrumpidos; y, ii) el resto del período vacacional 
puede gozarse de forma fraccionada en periodos 
inclusive inferiores a siete días calendario y como 
mínimos de un día calendario.

Por acuerdo escrito entre las partes, se establece el 
orden de los periodos fraccionados en los que se goce el 
descanso vacacional.”

“Artículo 19.- El descanso vacacional puede reducirse 
de treinta a quince días calendario con la respectiva 
compensación de quince días de remuneración. El 
acuerdo de reducción es por escrito.

La reducción solo puede imputarse al período 
vacacional que puede gozarse de forma fraccionada en 
periodos inclusive inferiores a siete días calendario.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

CHRISTIAN SÁNCHEZ REYES
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo
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DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1406

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República, de conformidad con el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú, mediante 
la Ley N° 30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica y 
competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, 
de prevención y protección de personas en situación de 
violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión 
del Estado, por el término de sesenta (60) días calendario;

Que, el sub literal b.5 del literal b del inciso 5 del artículo 
2 de la citada Ley N° 30823, en materia de modernización 
del Estado, otorgó la facultad de actualizar la Ley 27181, 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, respecto 
a las competencias de la Superintendencia de Transporte 
Terrestre de Personas, Carga y Mercancías (SUTRAN) y 
mejorar la regulación en materia de infracciones, medidas 
correctivas, sanciones, responsabilidad y notificaciones;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas en el sub literal b.5 del literal b) del 
inciso 5 del artículo 2 de la Ley N° 30823; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA
LEY Nº 27181, LEY GENERAL DE TRANSPORTE 

Y TRÁNSITO TERRESTRE

Artículo 1. Objetivo
El presente Decreto legislativo tiene el objetivo de 

contar con procedimientos sancionadores expeditivos que 
logren un efecto disuasivo en los administrados, disponer 
como regla general la notificación por casilla electrónica, 
siendo de uso obligatorio para todas las autoridades en 
materia de transporte y para todos los administrados que se 
encuentren vinculados a dicho sector, precisar el ejercicio 
de la potestad sancionadora respecto de las infracciones 
a las normas de transporte y tránsito terrestre y servicios 
complementarios, y establecer que la responsabilidad 
administrativa por incumplimiento de obligaciones es 
objetiva, siendo aplicable de conformidad con lo señalado 
en el Reglamento Nacional correspondiente. 

Artículo 2. Modificación del numeral 26.2 e 
incorporación de los numerales 26.3 y 26.4 al artículo 
26 de la Ley N° 27181, Ley General de Transporte y 
Tránsito Terrestre

Modifíquese el numeral 26.2 e incorpórese los 
numerales 26.3 y 26.4 al artículo 26 de la Ley Nº 27181, 
Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre, conforme 
a los términos siguientes: 
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“Artículo 26.- De las sanciones, medidas 
preventivas, medidas correctivas y medidas 
provisionales respecto de las infracciones a las 
normas de transporte y tránsito terrestre y servicios 
complementarios

(…)

26.2 Las medidas preventivas, cuya finalidad es 
la tutela de los intereses públicos establecidos en el 
artículo 3 de la presente ley, impuestas por infracciones 
vinculadas al transporte, tránsito terrestre y actividades 
complementarias son las siguientes: 

a) Retención de la licencia de conducir; 
b) retención del vehículo; 
c) internamiento del vehículo; 
d) remoción del vehículo; 
e) clausura temporal del local; 
f) suspensión precautoria de la autorización; 
g) suspensión de la habilitación vehicular; 
h) interrupción del viaje; e,
i) paralización de la actividad. 

El proceso administrativo se iniciará dentro de los 
diez (10) días hábiles posteriores a la implementación 
de las medidas preventivas previas. En caso no se inicie 
el procedimiento sancionador en el plazo indicado, la 
medida se extingue de pleno derecho; sin perjuicio de 
que luego de iniciado el procedimiento, se pueda imponer 
nuevas medidas preventivas. 

La imposición de las medidas preventivas por parte 
de la autoridad competente se rige por lo dispuesto en 
el presente inciso; así como en los artículos 155 y 254 
del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
Decreto Supremo N° 006-2017-JUS en lo que sea 
aplicable. 

26.3 Entre las medidas correctivas que pueden 
dictarse se encuentran las siguientes: 

a) Cierre de establecimiento;
b) cancelación de la autorización. 
c) implementación del equipamiento y/o instrumentos 

de seguridad o la condición técnica faltante;
d) inhabilitación del vehículo y/o del conductor; y,
e) otras que se consideren necesarias para revertir 

los efectos de la conducta infractora o evitar que esta se 
produzca nuevamente en el futuro.

26.4 La imposición de las medidas provisionales por 
parte de la autoridad competente se rige por lo dispuesto 
en los artículos 155 y 254 del Texto Único Ordenado de 
la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-
JUS.

26.5 El reglamento nacional correspondiente 
establece las consecuencias en caso de reiteración o 
acumulación de infracciones así como la aplicación de 
las medidas preventivas, correctivas y provisionales de 
conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la 
presente Ley.”

Artículo 3. Incorporación del artículo 9-A, el 
numeral 24.8 al artículo 24 y la Tercera Disposición 
Complementaria Final a la Ley N° 27181, Ley General 
de Transporte y Tránsito Terrestre

Incorpórese el artículo 9-A; el numeral 24.8 al artículo 
24; e incorpórese la Tercera Disposición Complementaria 
Final a la Ley Nº 27181, Ley General de Transporte y 
Tránsito Terrestre, conforme a los términos siguientes:

“Artículo 9-A.- Del Sistema de Casillas Electrónicas 
en materia de Transporte y Tránsito Terrestre 

Créase el Sistema de Casillas Electrónicas en 
materia de Transporte y Tránsito Terrestre, el mismo 
que es administrado por el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones y es empleado por todas las autoridades 
de transporte y tránsito terrestre de los tres niveles 
de gobierno para notificar a los administrados en los 
procedimientos administrativos vinculados al transporte y 

tránsito terrestre regidos por la Ley Nº 27181, Ley General 
de Transporte y Tránsito Terrestre.

Las autoridades competentes, al expedir los títulos 
habilitantes en favor de conductores, empresas de 
transporte, entidades complementarias y cualquier 
otro agente que interactúe en el transporte y tránsito 
terrestre, otorga la correspondiente casilla electrónica, la 
misma que es de uso obligatorio en todo procedimiento 
administrativo, incluyendo los procedimientos 
administrativos sancionadores. 

Dicha notificación prevalece respecto de cualquier otra 
forma de notificación y tiene eficacia jurídica conforme lo 
establecido en el artículo 25 del Texto Único Ordenado 
de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-
JUS, salvo las excepciones indicadas en el reglamento de 
la presente norma.

La adopción e implementación de tecnologías 
digitales, dispositivos electrónicos que emitan 
información, casillas electrónicas, interoperabilidad, 
entre otros, se realiza de manera progresiva y en 
concordancia con los lineamientos que emita la 
Secretaría de Gobierno Digital de la Presidencia del 
Consejo de Ministros, dependiendo de las condiciones 
de cada autoridad competente.

Lo dispuesto en el presente artículo no resulta 
aplicable para los procedimientos o trámites 
comprendidos bajo el ámbito de la Ventanilla Única de 
Comercio Exterior”. 

“Artículo 24.- De la responsabilidad administrativa 
por las infracciones

(…) 

24.8 La responsabilidad administrativa por 
incumplimiento de obligaciones es objetiva, siendo 
aplicable de conformidad con lo señalado en el Reglamento 
Nacional correspondiente. Una vez verificado el hecho 
constitutivo de la infracción, el administrado puede eximir 
o atenuar su responsabilidad si logra acreditar alguna 
causal establecida en el artículo 255 del Texto Único de 
la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo Nº 006-2017-
JUS.”

“DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES
(…)

Tercera. Ámbito de aplicación de las disposiciones 
legales y complementarias en materia de transporte y 
tránsito terrestre 

Los procedimientos sancionadores en materia de 
transporte y tránsito terrestre, así como de sus servicios 
complementarios, se rigen por los procedimientos 
especiales de tramitación sumaria que establezcan los 
Reglamentos Nacionales, en atención a su carácter masivo 
y a la necesidad de urgente tutela de las condiciones 
de seguridad y salud de los usuarios, respetándose las 
garantías del debido procedimiento.

La Ley del Procedimiento Administrativo 
General rige supletoriamente a los procedimientos 
sancionadores especiales de transporte y tránsito 
terrestre, los cuales no podrán imponer condiciones 
menos favorables a los administrados que las previstas 
en la mencionada Ley.

De conformidad con el artículo 30 del Texto Único 
Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General aprobado mediante Decreto Supremo Nº 006-
2017-JUS, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
implementará gradualmente procedimientos electrónicos 
en materia de transporte y tránsito terrestre que faciliten 
la pronta y eficaz resolución de los procedimientos 
administrativos sancionadores.”

Artículo 4. Del financiamiento
La aplicación de lo dispuesto en el presente Decreto 

Legislativo, en el caso de las entidades públicas 
involucradas, se financia con cargo a sus presupuestos 
institucionales, sin demandar recursos adicionales al 
Tesoro Público.
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Artículo 5. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Implementación y vigencia del Sistema de 
Casillas Electrónicas

Por Decreto Supremo refrendado por el Presidente 
del Consejo de Ministros y el Ministro de Transportes y 
Comunicaciones se reglamenta el Sistema de Casillas 
Electrónicas en materia de Transporte y Tránsito Terrestre, 
así como los plazos de vigencia para su implementación, 
en el plazo de ciento ochenta (180) días hábiles contados 
desde el día siguiente de la publicación del presente 
Decreto Legislativo. 

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

1690481-2

DECRETO LEGISLATIVO 
Nº 1407

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante la Ley 
Nº 30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar por el plazo de sesenta (60) días calendario 
en materia de gestión económica y competitividad, de 
integridad y lucha contra la corrupción, de prevención 
y protección de personas en situación de violencia y 
vulnerabilidad y de modernización de la gestión del 
Estado, contados a partir de la vigencia de la referida 
Ley autoritativa, en los términos a que hace referencia 
el artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Que, en ese marco y de conformidad con lo 
establecido en el numeral 4 del artículo 2 de la ley 
autoritativa, se ha previsto modificar la Ley N° 29360, 
Ley del Servicio de Defensa Pública, con la finalidad de 
fortalecer el servicio legal que se brinda a las personas 
de escasos recursos económicos y las personas en 
situación de vulnerabilidad, haciendo un énfasis en la 
optimización de los servicios dirigidos a las víctimas de 
delitos;

De conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 2 de la Ley N° 30823 y el artículo 104 de la 
Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE FORTALECE EL 
SERVICIO DE DEFENSA PÚBLICA 

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

fortalecer el servicio de defensa pública gratuita a favor 
de las personas que no cuenten con recursos económicos 
y en situación de vulnerabilidad, en los casos en que la ley 
expresamente lo establece.

Artículo 2.- Modificación de la Ley N° 29360, Ley 
del Servicio de Defensa Pública

Modifíquense los artículos 2, 3 literales a) y g), 4, 5, 8, 
10, 12, 14, 15 y 17 de la Ley N° 29360, Ley del Servicio de 
Defensa Pública, conforme al siguiente texto:

“Artículo 2.- Finalidad del Servicio

2.1 El Servicio de Defensa Pública tiene la finalidad 
de garantizar el derecho de defensa y el acceso a la 
justicia, proporcionando asistencia técnico legal gratuita 
y/o patrocinio en las materias expresamente establecidas 
en el Reglamento, a las personas que no cuenten con 
recursos económicos o se encuentren en situación 
de vulnerabilidad, y en los demás casos en que la ley 
expresamente así lo establezca.

2.2 En los casos de las personas investigadas, 
procesadas o condenadas por los delitos contra la 
administración pública contenidos en los artículos 382 al 
401 del Código Penal, los delitos previstos en el Decreto 
Ley N° 25475, que establecen la penalidad para los delitos 
de terrorismo y los procedimientos para la investigación, 
la instrucción y el juicio, y los delitos considerados como 
violaciones a los derechos humanos, el patrocinio de la 
defensa pública se presta sólo en los casos de defensa 
necesaria, siempre que la persona no cuente con recursos 
económicos y no tenga otro mecanismo de defensa legal 
del Estado a su favor. Los criterios de intervención en 
tales casos se establecen en el Reglamento.”

“Artículo 3.- Principios generales
El Servicio de Defensa Pública se presta en 

condiciones de efectividad, eficacia y calidad a favor de 
los usuarios y se rige por los siguientes principios:

a) Probidad y Legalidad
El/La defensor/a público/a actúa con rectitud, 

honradez y honestidad, procurando satisfacer el interés 
general y descartando todo provecho o ventaja personal, 
para sí o a favor de terceros. Asimismo, en el ejercicio de 
sus funciones cumple y exige el cumplimiento, en todo 
momento, de la Constitución Política del Perú, la ley y 
los tratados internacionales de derechos humanos, y en 
general las normas para la protección y defensa de los 
derechos fundamentales de la persona.

[…]

g) Interculturalidad
El Servicio de Defensa Pública se presta con enfoque 

intercultural, respetando y haciendo respetar en todas las 
instancias el derecho a la igualdad y no discriminación, 
el idioma y el derecho a un intérprete, la cosmovisión, 
costumbres y prácticas ancestrales de las personas.”

“Artículo 4.- Deber de colaboración

4.1 Las autoridades del Poder Judicial, el Ministerio 
Público, la Policía Nacional del Perú, el Instituto Nacional 
Penitenciario y las demás instituciones vinculadas al 
servicio de justicia prestan la colaboración requerida para 
el cumplimiento de las funciones del Servicio de Defensa 
Pública.

4.2 El Registro Nacional de Identidad y Estado Civil 
(RENIEC), el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social 
(MIDIS), la Superintendencia Nacional de los Registros 
Públicos (SUNARP), la Superintendencia Nacional de 
Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT), la 
Superintendencia de Banca y Seguros y Administradoras 
Privadas de Fondos de Pensiones (SBS), el Organismo 
de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI), 
el Seguro Social de Salud (EsSalud), los gobiernos 
regionales y locales y las instituciones públicas están 
obligadas a atender oportunamente los pedidos de 
información, así como brindar gratuitamente copia de 
los documentos solicitados por los/las defensores/as 
públicos/as en el ejercicio de sus funciones.

4.3 El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
a través de sus órganos competentes, establece los 
mecanismos de coordinación con entidades públicas y 
privadas para acceder a la información requerida para 
garantizar el acceso a la justicia de las personas que no 


